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	Proyecto de Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se expide la  Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas

Versión al 12 de marzo de 2012  



C.C. Secretarios de la Cámara de Senadores

Presentes.

..........................................................................................................................................................; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como por los artículos: 8, fracción I; 164, 169  y demás relativos del Reglamento del Senado de la República;  sometemos a la consideración del Pleno de esta Soberanía, la siguiente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.

Lo anterior, al tenor de la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Los Senadores firmantes de la presente iniciativa reconocemos el papel y el valor del trabajo de las personas y las organizaciones de la sociedad civil defensoras de los derechos humanos, así como de los periodistas, en el fortalecimiento de la vida democrática en México y manifestamos una profunda preocupación ante la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran. Así mismo, observamos la necesidad de adoptar leyes y políticas nacionales que protejan a todo aquel individuo, grupo u organización que se dedique a promover y defender los derechos humanos,  con base a lo señalado en la Declaración de Naciones Unidas sobre defensoras y defensores de derechos humanos que “establece que los Estados tienen la obligación de crear las condiciones necesarias para poder ejercer el derecho a defender los derechos humanos, incluyendo la función periodística”.
La situación de vulnerabilidad por la que atraviesan las personas defensoras de derechos humanos y periodistas ha sido señalada a nivel nacional e internacional,  como un aspecto de preocupación y que requiere de acciones inmediatas del Estado Mexicano. En este sentido, la Organización de las Naciones Unidas, a través de sus diferentes organismos e instancias, así como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, entre otras, han emitido diversos informes en donde se subrayan los agravios que han sufrido en los últimos años. Además, diversas organizaciones no gubernamentales de promoción y defensa de derechos humanos han mostrado un incremento sustancial en sus posicionamientos y actividades relacionadas al tema, situación que avanza de la mano con los informes de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y de otras instancias que muestran que México está viviendo una situación crítica. 
En general, todos ellos coinciden en señalar como principales factores de dicha situación de vulnerabilidad:

1. El incremento de la violencia en México;

2. La falta de reconocimiento al trabajo que realizan las personas defensoras de derechos humanos y periodistas, y
3. Niveles altos de impunidad.
Por ejemplo, en su informe de 2010, la Relatora de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, subrayó que en América Latina, incluyendo México, se ha registrado un número notable de amenazas de muerte explícitas a personas defensoras de derechos humanos,. Mientras tanto, la Oficina en México de la Alta Comisionada de la ONU para los Derechos Humanos en su informe 2009 “Defender los derechos humanos: entre el compromiso y el riesgo” y en su actualización en 2010, registró  diversos casos de ataque,  homicidios y procesos penales emprendidos contra defensores y defensoras de derechos humanos como represalia por su labor y donde la impunidad rige en más del 98% de ellos. Dentro de las agresiones ha reportado amenazas, hostigamiento, injerencias indebidas, uso arbitrario del sistema penal, asesinatos y desapariciones forzadas, detallando como generadores principales de esta situación el incremento de la violencia en México y la falta de reconocimiento al trabajo que éstas realizan.
Por su parte, Amnistía Internacional mencionó recientemente en su informe sobre la situación de riesgo para las y los defensores mexicanos (2011) que México es considerado peligroso para la defensa de los derechos humanos por las constantes amenazas, acoso e  intimidación que enfrenta este grupo; mientras que el Observatorio para la Protección de los Defensores de los Derechos Humanos, iniciativa conjunta de la Federación Internacional por los Derechos Humanos (FIDH) y la Organización Mundial en contra de la Tortura (OMCT), refuerzan estos argumentos con la publicación del informe titulado “La perseverancia del testimonio”  donde denuncian que en México los derechos humanos y sus defensores se encuentran en riesgo.
A nivel nacional, la Comisión Nacional de Derechos Humanos en el informe "El Derecho a Defender. Informe Especial Sobre la situación de las y los Defensores de los Derechos Humanos en México", que abarca el periodo de enero 2005 y mayo 2011, destaca que ha dado inicio a 523 expedientes y solicitado 156 medidas cautelares relacionadas con presuntas violaciones a los derechos humanos de defensores, generando 33 recomendaciones y un Informe Especial. Así mismo, la CNDH alertó recientemente acerca del aumento del más del 100% de las quejas que ha recibido por violaciones a los derechos de las personas defensoras de derechos humanos entre 2010 y 2011. 
Por su parte, los periodistas se han enfrentado de igual forma a la obstrucción de un pleno  ejercicio de sus actividades mediante agresiones, amenazas y hostigamientos.  Esto ha sido documentado en la visita de la Relatora Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos  y el Relator Especial de las Naciones Unidas para la Libertad de Opinión y Expresión (2010) en donde  “manifestaron su preocupación por una serie de obstáculos que dificultan el pleno goce de la libertad de expresión en México, entre los cuales destacan los asesinatos de periodistas y otros gravísimos actos de violencia contra quienes difunden información, ideas y opiniones, y la impunidad generalizada en estos casos”. Así mismo, en su informe presentado en mayo de 2011 ante el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas afirman que “la libertad de expresión en México se enfrenta a graves obstáculos y que [nuestro país] se ha convertido en el […] más peligroso para ejercer el periodismo en las Américas”. Además, menciona que en  10 años se ha registrado la desaparición de 12 periodistas y el asesinato de 66 de ellos, destacando la impunidad para el esclarecimiento de los casos.

Diversas organizaciones han puntualizado que la información que circula al respecto, aunque disímbola por provenir de distintas metodologías, demuestra que el fenómeno de agravios y crímenes contra personas vinculadas al el ejercicio del periodismo no se ha frenado. Los recuentos de organismos nacionales coinciden en el registro de, al menos, 80 asesinados del año 2000 a la fecha, en donde  entre enero de 2007 y los primeros meses de 2012, se documentaron 51 asesinatos, 14 desaparecidos y  24 agresiones a medios de un total de 803 agresiones.  También se ha manifestado  que después de 2009 hay un subregistro por temores de los agraviados que no quieren denunciar ni publicar. El reporte más detallado sobre 2011 lo ofrece la Comisión de los Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF) que registró 134 agresiones contra periodistas entre las que hubo 11 homicidios. Por su parte, la CNDH asegura que de 2010 a 2011 creció 42 por ciento el número de quejas que recibió por agravios a periodistas y medios. Adicionalmente, según la CDHDF, en 2011 las agresiones las cometieron  43 por ciento servidores públicos del ámbito local, 23 por ciento funcionarios o servidores públicos del ámbito federal, 15 por ciento particulares, 11 por ciento grupos delictivos y en el 42 por ciento no se logró identificar al responsable. Esas tipología de agresores, como tendencia, han sido también señaladas por  la CNDH y organizaciones  como Cencos y Artículo 19. Asimismo, todas estas han coincidido en que los asesinatos y buena parte de las agresiones se hubieran podido evitar. 

En este sentido y con el fin de apoyar y hacer un llamado al Estado Mexicano para frenar la ola de violencia en contra de quienes defienden los derechos humanos y de los periodistas, los organismos internacionales han emitido numerosas recomendaciones para garantizar la protección de éstos. La Oficina del  Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2003); el Consejo de Derechos Humanos (2009), la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2009 y 2010); el Comité de Derechos Humanos (2010); el Relator Especial sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión (ONU) (2011); el Comité de los Derechos del Niño (2011); entre otros, han solicitado al Estado Mexicano  llevar a cabo medidas inmediatas para la protección eficaz de las personas defensoras de derechos humanos y periodistas mediante el establecimiento de un mecanismo de protección con los recursos financieros necesarios para su funcionamiento. Así mismo, se ha exhortado a "reconocer públicamente el importante papel que desempeñan los defensores de los derechos humanos y periodistas" (Consejo de Derechos Humanos (2009) y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas (2003, 2010).
Bajo estas circunstancias y con el objetivo de comprender con amplitud las recomendaciones realizadas, en el Senado de la República, a través del diálogo promovido por la Comisión de Relaciones Exteriores, Organizaciones No Gubernamentales (CREONG´s) con la sociedad civil, se ha constatado la situación y planteado la necesidad de crear un mecanismo para su protección a través de una legislación. De esta manera, además de diversas actividades para profundizar el conocimiento y comprensión de la problemática y sus posibles soluciones, se instaló una Mesa de Trabajo con siete organizaciones de la sociedad civil, en donde se externaron las preocupaciones específicas y se trabajó la iniciativa que aquí se presenta.
El 20 de Julio de 2011, durante  una audiencia pública con representantes de un amplio número de organizaciones de defensa de derechos humanos y libertad de expresión, senadores de diversos grupos parlamentarios tuvimos la oportunidad de escuchar testimonios sobre los agravios cometidos en contra de defensores y periodistas. Entre los participantes destacan representantes del Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez (Centro Prodh), Centro de Derechos Humanos de la Montaña "Tachinollan”; Centro Nacional de Comunicación Social (CENCOS), Asociación Mundial de Radios Comunitarias- México, Red Nacional de Organismos Civiles "Todos los Derechos para Todas y Todos", Acción Urgente para Defensores de los Derechos Humanos (ACUDDEH), Dimensión Pastoral de la Movilidad Humana, Comisión Mexicana para la Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Artículo 19, Organización para el Futuro de los Pueblos Mixtecos, Organización Monitor Civil de la Policía de Guerrero (MOCIPOL), Casa del Migrante de Saltillo, “Belén Posada del Migrante”,  y  la Casa de los Derechos de Periodistas. Durante esta audiencia los participantes subrayaron la ausencia de legislación y políticas públicas que ayuden a disminuir la vulnerabilidad en la que se encuentran y la falta de respuesta eficaz por parte del Estado sobre la situación actual. También, demandaron mayor transparencia en los recursos presupuestales que han sido asignados a la Secretaría de Gobernación para la protección, así como, un mecanismo eficiente con participación de la sociedad civil. 

En seguimiento a lo anterior, el 11 de noviembre de 2011, la CREONG´s, en conjunto con la Oficina en México de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y las organizaciones civiles Protection Desk-México y Casa de los Derechos de  Periodistas, facilitaron una reunión informativa en donde se presentó el estudio comparado: “Protección de defensores de derechos humanos, buenas prácticas y lecciones a partir de la experiencia”. En dicha reunión la Mtra. María Martín Quintana, integrante de la Unidad de Investigación y Formación de Protection International y coautora del informe, indicó que las cifras de violencia, amenazas e intimidaciones que sufren los periodistas y los defensores son un problema común en países de América Latina, del Sureste Asiático y África. No obstante en México, agregó, las agresiones se encuentran a la alza, razón por la cual hizo énfasis en que el trabajo de protección debe ser estructural e incluir la generación de políticas públicas para este fin. Además, mencionó que la defensa de los derechos humanos y del ejercicio del periodismo debe puntualizarse en la legislación  de manera que el Estado y la sociedad civil trabajen conjuntamente, se reconozca la labor de estos grupos y se establezcan acciones en contra de la impunidad.
De acuerdo con el estudio mencionado, la protección hacia las personas defensoras de derechos humanos depende de la voluntad política y colaboración de las autoridades responsables. Asegura que aunque en diversos países se ha detectado la problemática y se ha intentado crear espacios de defensa, la existencia de los mismos no necesariamente ha favorecido la situación de estos sectores. Al respecto, argumenta que a pesar de los avances en materia de protección, muchas de las estrategias en el tema han sido implementadas para dar cumplimiento a las demandas de la comunidad internacional, sin representar un compromiso real y funcional hacia estos sectores.
Por otra parte, el estudio elaborado por Protection International demuestra que en la actualidad se cuenta con el ejemplo de diversas prácticas internacionales desarrolladas en países como Colombia, Guatemala, Brasil, Nepal y la República Democrática del Congo. En el caso colombiano, brasileño y guatemalteco, destaca como puntos favorables la participación de organizaciones defensoras de derechos humanos en algunas de las estructuras de sus mecanismos de protección. Sin embargo, se señala que ninguno de  ellos contempla la colaboración directa de estas en el órgano principal y las recomendaciones emitidas no conllevan ninguna obligatoriedad con el proceso. Por otra parte, algunas de las críticas que han recibido en la apertura de estos espacios se centran en la designación de las organizaciones participantes por parte del gobierno. Lo anterior, concluye Protection International, no ha favorecido la pluralidad en la integración de las mismas, excluyendo la participación de ciertos grupos.
Adicionalmente, esta organización especialista en la protección de personas defensoras de derechos humanos, considera que la participación de instituciones internacionales es un aspecto de gran relevancia en la implementación de mecanismos de protección. Señala que en el caso colombiano y guatemalteco se ha integrado a la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), no obstante, este organismo carece de voto en la toma de decisiones; mientras que en Brasil, Nepal y República Democrática del Congo, la intervención internacional se encuentra excluida.

En este sentido, es de subrayar que la Relatora Especial sobre la situación de los defensores de los derechos humanos, en su informe Anual de 2009 (A/HRC/13/22)  recomienda que:

a) Se debería consultar a los defensores de los derechos humanos durante todo el proceso de establecimiento o revisión de los programas de protección.

b) La estructura de un programa de protección debería estar definida por la ley.

c) En los Estados federales, la estructura de un programa de protección debería estar definida por la legislación federal. La administración de dicho programa debería ser supervisada por el gobierno federal, incluso en los casos en que en la práctica sea administrado por los Estados.

d) Los programas de protección deberían incluir un sistema de alerta temprana con el fin de anticipar y desencadenar la puesta en marcha de medidas de protección. Este sistema debería ser gestionado de forma centralizada y en la evaluación de riesgos deberían participar diversos grupos de defensores de los derechos humanos. 
e) Una formación específica sobre derechos humanos, cuestiones de género y la Declaración sobre los derechos de los defensores de los derechos humanos debería ser una condición previa para la selección de los funcionarios de policía y otros agentes de la autoridad que participen en el programa.

f) La protección física de los defensores no debería ser subcontratada a terceros a menos que estén debidamente capacitados. Su selección y contratación debería hacerse en consulta con los defensores de los derechos humanos.

g) Deberían dedicarse a tales programas recursos financieros adecuados. En este sentido, una mejor evaluación de las necesidades de seguridad de los defensores de los derechos humanos permitirá a los Estados determinar con mayor exactitud el costo de tales programas. La elaboración o revisión de programas de protección sostenibles y bien financiados se debería hacer con la colaboración de terceros Estados.
Bajo este contexto se instaló una Mesa de Trabajo facilitada por la Comisión de Relaciones Exteriores, Organizaciones No Gubernamentales del Senado de la República, en donde participaron organizaciones como Acción Urgente para los Defensores de Derechos Humanos A.C. (ACUDDEH); Asociación Mundial de Radios Comunitarias - México (AMARC - Mx), Casa de los Derechos de Periodistas,  Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez A.C. (Centro Prodh), Centro Nacional de Comunicación Social (CENCOS), Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos (CMDPDH) y Dimensión Pastoral de la Movilidad Humana (DPMH), quienes han representando a otras interesadas en el tema. En total, se desarrollaron 25 reuniones entre el 12 de noviembre de 2011 y el 5 de marzo de 2012 en donde también intervinieron como acompañantes a las organizaciones, Amnistía Internacional y Brigadas Internacionales de Paz. Por su parte, la Oficina en México de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas asesoró a la mesa, que también contó con la colaboración del Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de Gobernación. 
Durante las sesiones se promovió el entendimiento de las preocupaciones principales, de las propuestas de las organizaciones, y se priorizó el diálogo para buscar soluciones que pudieran plasmarse en una iniciativa. 
En los 4 meses de desarrollo del diálogo, las organizaciones participantes subrayaron que a pesar de los esfuerzos realizados en materia de protección, continúan siendo vulnerables ante las amenazas, ataques y hostigamientos que impiden el ejercicio pleno de su profesión. Asimismo, señalaron que el proceso para obtener protección es muy largo y en ocasiones las medidas se deciden cuando es casi imposible retrasar la agresión. Por esta razón, una de sus principales peticiones es la creación de un mecanismo de protección que cuente con una estructura institucional eficiente y con la fuerza suficiente de operación mediante la cual el Estado pueda  actuar de manera oportuna en la aplicación de medidas de prevención y protección que garanticen la integridad de los defensores y periodistas. 

Para lograr lo anterior, las OSC proponen que se realice por cada caso un análisis de evaluación de riesgo con carácter científico y diferenciado, debido a que los patrones de agresión a personas defensoras de derechos humanos y periodistas son distintos, así mismo, que tome en cuenta la perspectiva de género. Dicha propuesta se sustenta ante la preocupación de que hay prácticas institucionales que prejuzgan a las víctimas o personas en riesgo y sus acciones parten de enfoques policiacos y criminalistas que resulten en medidas contraproducentes. 
Adicionalmente, expusieron y ejemplificaron que en muchas ocasiones la profesión del defensor o periodista pone en peligro a colectividades como pueden ser la familia, compañeros de trabajo, vecinos, amigos, comunidades, entre otros; y consideran que los instrumentos de protección deberían de contemplar la posibilidad de agresión a terceros. Manifestaron que otro de los problemas con el otorgamiento de medidas de protección, se encuentra relacionado con el tiempo en que tardan en ser implementadas, ya que no existen parámetros temporales claros, por lo que en casos urgentes la aplicación de éstas puede no ser oportuna. Indicaron que la mayoría de las medidas para la protección de defensores de derechos humanos y periodistas que se ha implementado son reactivas y no se ha promovido la prevención.
También, enfatizaron la necesidad de que toda medida para prevenir o proteger de una agresión, debe contar con el consentimiento de la persona afectada. Lo anterior, debido a que en algunas ocasiones la persona agredida teme que las medidas otorgadas provoquen un escalamiento en el nivel de agresión. 
Es de subrayar, que en diversas ocasiones, los participantes expusieron las recomendaciones internacionales para  que la sociedad civil participe activamente en las decisiones del mecanismo de protección y apuntaron que su incidencia es de gran importancia ya que las instituciones gubernamentales encargadas de la defensa y protección en estos temas, requieren de la información y el entendimiento de la problemática que han adquirido por la experiencia de campo. Adicionalmente, señalaron que gracias a dicho conocimiento pueden emitir recomendaciones adecuadas de medidas de protección para que estas no resulten insuficientes y estén adaptadas a las necesidades del agredido, con el fin de no interferir con su labor. De esta manera, propusieron buscar el equilibrio en la participación gubernamental y de la sociedad civil, aunque subrayaron que no significa delegar las responsabilidades del Estado.

En cuanto a la aplicación de medidas en todo el país, las OSC ejemplificaron los problemas con los que actualmente se enfrentan quienes son agredidos ya que señalaron que la legislación actual carece de las disposiciones que permitan una estrategia coordinada entre la Federación y las Entidades Federativas, así como la falta de responsables directos para la coordinación entre las diferentes instancias en los tres niveles de gobierno. Las organizaciones mencionaron que el mecanismo de protección a defensores de derechos humanos, decretado en 2011 por el Ejecutivo Federal, sólo establece convenios de coordinación entre las dependencias, pero éstos no son vinculatorios por lo que el otorgamiento e implementación de las medidas de protección depende de la voluntad para que cada una de las dependencias cumpla con los acuerdos. Al respecto, insistieron en que muchas de  las acciones en torno a la protección pierden su viabilidad cuando la persona agredida cambia de un estado a otro y que autoridades locales en ocasiones se niegan a cooperar debido a que las medidas no fueron dictadas bajo su competencia. Puntualizaron su preocupación ante la falta de una coordinación efectiva entre autoridades y las personas encargadas de celebrar convenios de cooperación que proporcionen acciones vinculantes y rápida efectividad, sin importar la ubicación territorial del afectado.

Otra de las preocupaciones señaladas, recae en que el mecanismo no sólo debe coordinar a las dependencias gubernamentales y los diferentes órdenes de gobierno, sino que sus resoluciones deben ser de carácter vinculatorio para que el otorgamiento e implementación de las medidas de prevención y protección no dependa de la voluntad de cada una de las autoridades. Asimismo, expresaron que la aplicación de las acciones requiere del uso de recursos financieros y que a pesar de que el Congreso de la Unión ha asignado diversas partidas presupuestales, las OSC desconocen cómo se ha utilizado dicho capital, debido a que se les ha indicado que no es suficiente para la implementación de medidas de protección. Argumentaron su preocupación ante el Decreto Presidencial firmado en 2011 que indica la no asignación de recursos adicionales a los previstos, con lo que se hace inoperante cualquier mecanismo de protección. Afirmaron también, que diferentes gobiernos estatales o locales han argumentado la no aplicación de las medidas debido a la carencia de recursos y señalaron que gobiernos extranjeros, organizaciones e instituciones internacionales han manifestado su interés en apoyar la protección de las personas defensoras de derechos humanos y periodistas, por lo que se requiere de un instrumento que pueda recopilar tales aportaciones. 
Finalmente, aseveraron que el impacto de la problemática hacia las personas defensoras de derechos humanos  y periodistas no se ha reconocido debido a que no existen instancias que documenten las agresiones de una forma puntual y sistematizada. Expresaron que no existe dicho recuento debido a la falta de una institución especializada que documente los agravios, y que quienes lo realizan obtienen información segmentada debido a las metodologías que utilizan. Así mismo consideran importante que la documentación de las agresiones y la emisión de medidas de protección se lleve a cabo bajo metodologías que contemplen  perspectivas de género. 
Bajo estos antecedentes y con base en que todas las personas tienen la responsabilidad de promover el respeto a los derechos y libertades enunciadas en la Declaración Universal de Derechos Humanos, los senadores que suscribimos esta iniciativa acogemos las recomendaciones internacionales sobre la necesidad de implementar un mecanismo nacional de protección para periodistas y personas que defienden los derechos humanos.

Estamos  conscientes de que hay una serie de leyes que castigan la agresión contra cualquier persona, sin embargo, la evidencia empírica obliga a establecer un mecanismo de protección para garantizar la seguridad de personas defensoras de derechos humanos y periodistas. La reciente reforma constitucional al artículo 1º y los tratados internacionales en derechos humanos firmados y ratificados por México, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, entre otros, comprometen  al Estado Mexicano a garantizar su obligación de protección. 
La creación de una Ley de Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas cumple con el deber de garantía por parte de los Estados, el cual ha sido definido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en interpretación del contenido de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, como la obligación de los Estados de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como consecuencia de esta obligación, los Estados deben prevenir, investigar,  sancionar y reparar toda violación a los mismos y procurar, de ser posible, el restablecimiento del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de estos derechos.
Adicionalmente, la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas mediante la Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos, establece en su artículo primero que: 

“Toda persona tiene derecho, individual o colectivamente, a promover y procurar la protección y realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales en los planos nacional e internacional.”  

De esta manera, reconocemos que las personas defensoras de derechos humanos son todas aquellas que ejercen el derecho a defender los derechos humanos y coincidimos en la necesidad de promover un mayor reconocimiento en que su labor es fundamental para la implementación universal de los derechos humanos establecidos por tratados internacionales; así como también para la existencia plena de la democracia y el Estado de Derecho. 

En cuanto a la protección de los periodistas, los artículos 6º y 7º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagran la libertad de pensamiento y expresión. Así mismo, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH) ha señalado que este derecho consagra dos dimensiones: una individual, consistente en el derecho de cada persona a expresar los propios pensamientos, ideas e informaciones, y una colectiva o social, consistente en el derecho de la sociedad a procurar y recibir cualquier información, a conocer los pensamientos, ideas e informaciones ajenos y a estar bien informada.
De esta forma, reconocemos el importante papel de la libertad de expresión señalado en las funciones que cumple dentro de una sociedad democrática y su pleno ejercicio es indispensable para la consolidación y funcionamiento de un régimen democrático y una base para el ejercicio de otros derechos fundamentales.

Al respecto, la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de la CIDH establece en su primer principio que: "La libertad de expresión, en todas sus formas y manifestaciones, es un derecho fundamental e inalienable, inherente a todas las personas. Es, además, un requisito indispensable para la existencia misma de una sociedad democrática". En este sentido, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH ha señalado que el periodismo es una de las manifestaciones más importantes de la libertad de expresión e información ya que los periodistas y los medios de comunicación son quienes mantienen informada a la sociedad sobre lo que ocurre y sus distintas interpretaciones, condición necesaria para que el debate público sea fuerte, informado y vigoroso. También es claro que una prensa independiente y crítica es un elemento fundamental para la vigencia de las demás libertades que integran el sistema democrático.

En conclusión y con el objetivo de que un mecanismo nacional de protección a personas defensoras de derechos humanos y periodistas goce de un sustento legal; estipule la responsabilidad en el ámbito federal; defina estructuras de los programas de protección y;  establezca la cooperación con las entidades federativas, la presente iniciativa de ley busca incorporar la experiencia y las buenas prácticas, así como las recomendaciones a nivel internacional efectuadas en materia de derechos humanos. 
Contenido de la Iniciativa

La Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas propone principalmente:

i. La creación de un mecanismo de protección;

ii. Un diseño institucional para el funcionamiento del mismo;
iii. Procedimientos para la incorporación al mecanismo de protección;
iv. Diversas medidas para prevenir y proteger agresiones, 
v. La cooperación, en el ámbito de sus competencias, entre la Federación y las Entidades Federativas; y
vi. La participación de la sociedad civil.
La iniciativa contempla que el Mecanismo de Protección sea el medio para que el Estado atienda su responsabilidad fundamental de proteger, promover y garantizar los derechos humanos. Para su funcionamiento se contempla un diseño institucional que garantice su operatividad. Por esta razón, se establece una Junta de Gobierno como órgano máximo de decisión que tendrá como principal atribución decretar las medidas necesarias para la protección. Estará integrada por representantes de las secretarías involucradas en el tema, la Comisión Nacional de Derechos Humanos y miembros del Consejo Consultivo con derecho a voz y voto. Adicionalmente y con el objetivo de obtener recomendaciones de otros actores relevantes en el proceso, la Junta contará con la participación de cuatro invitados permanentes que tendrán derecho a voz y que se integrarán por representantes de órganos de gobierno, organismos internacionales o estatales.

El Consejo Consultivo, como órgano emisor de recomendaciones, estará conformado en su totalidad por representantes de organizaciones civiles en los temas de competencia, las cuales serán elegidas mediante una convocatoria pública. Los integrantes deberán  tener experiencia o conocimiento en la defensa o promoción de los derechos humanos; conocimiento en evaluación de riesgos y protección de personas defensoras o periodistas; y no ser servidores públicos. La participación en el Consejo Consultivo será de carácter honorario y los integrantes no recibirán retribución alguna. Su creación está basada en garantizar la participación de la sociedad civil y su principal responsabilidad será realizar recomendaciones sobre las decisiones que la Junta tenga que dictar.
En cuanto a las cuestiones operativas del mecanismo, se plantea la creación de una Coordinación Ejecutiva Nacional que será la encargada de coadyuvar con las entidades federativas, las dependencias de la Administración Pública Federal y Organismos Públicos  Autónomos  para el  funcionamiento eficaz del mecanismo. Así mismo, estará a cargo de coordinar las actividades de tres unidades, que tendrán carácter totalmente técnico para la recepción de las solicitudes de incorporación al mecanismo, dar respuesta a los casos de urgencia; realizar las evaluaciones de riesgo; y definir las medidas preventivas o  protección y su temporalidad.
Respecto al ingreso del mecanismo, se establece que este se tiene que realizar a través de una solicitud de protección, comenzando así el proceso de verificación de los requisitos y la determinación del proceso aplicable al caso. Se iniciará el procedimiento extraordinario cuando se demuestre peligro inminente para la vida e integridad física, estableciendo medidas urgentes de protección emitidas e implementadas en un plazo no mayor a tres y nueve horas respectivamente y bajo un estudio de evaluación de acción inmediata. Dichas medidas se aplicarán para resguardar de manera inmediata la vida, integridad y libertad. 
En cualquier otro escenario, la solicitud será tramitada a través de un procedimiento ordinario con un plazo de respuesta más amplio. Una vez recibida la solicitud de protección, se iniciará un estudio de evaluación de riesgo que se desarrollará en cumplimiento de las mejores prácticas, metodologías y estándares internacionales. A partir de los resultados de este estudio, se decretarán medidas preventivas, para evitar la consumación de las agresiones, o medidas de protección, para enfrentar el riesgo y proteger los derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad. La definición y decreto de dichas medidas se efectuarán con el consentimiento del beneficiario, el cual no se limita únicamente a la persona defensora de derechos humanos o periodista, también son sujetos de ellas todas aquellas personas o bienes relacionados directamente con los primeros.
En cuanto a la importancia de que las medidas que decrete el mecanismo se cumplan eficazmente, se establece que las resoluciones que emita la Junta de Gobierno serán obligatorias para las autoridades federales, y para el caso de las medidas urgentes de protección se comisionará a un representante de la Secretaría de Gobernación, un representante de la Procuraduría General de la República y un representante de la Secretaría de Seguridad Pública, con atribuciones para la implementación de éstas.

Adicionalmente a la parte reactiva del mecanismo, la iniciativa toma en cuenta la necesidad de prevenir los factores de riesgo y a la vez fortalecer las instituciones para que puedan proporcionar una respuesta efectiva. Por esta razón, se establece un capítulo dirigido a medidas de prevención para  el desarrollo de políticas públicas, sistemas de alerta temprana, programas para reducir los factores de riesgo que favorecen las agresiones y promover un mayor reconocimiento del derecho a defender los derechos humanos y el ejercicio del periodismo. Para este caso, se prevé la creación de una unidad encargada de proponer medidas de prevención, realizar el monitoreo nacional de las agresiones, identificar sus patrones, elaborar mapas de riesgos y evaluar la eficacia de las medidas implementadas por el mecanismo.

Por otra parte, para lograr que el mecanismo tenga un alcance nacional, la iniciativa propone la celebración de Convenios de Cooperación para hacer efectivas las medidas  previstas en el Mecanismo para garantizar la vida, integridad, libertad y seguridad de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. Dichos convenios deberán contemplar acciones conjuntas para facilitar la operación del mecanismo a través de la designación de representantes que funcionen como enlaces; el intercambio de información y experiencias técnicas; la capacitación; el seguimiento puntual a las medidas; y la promoción del estudio, análisis, investigación y desarrollo de estrategias, acciones, sistemas y metodologías que incorporen las mejores prácticas de prevención y protección, entre otras.

En cuanto a los recursos económicos necesarios para cumplir con la implementación eficiente de las medidas de protección designadas al beneficiario y, con el propósito de obtener recursos adicionales a los asignados como parte del Presupuesto de Egresos de la Federación, se crea el Fondo para la Protección de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas cuyo patrimonio estará destinados de forma exclusiva a la implementación y operación de las medidas.
La importancia en la creación de un mecanismo que sea seguro en sus procedimientos y el resguardo de la información de forma interna, fue contemplada en un capítulo sobre transparencia y acceso a la información. Así mismo, se crea un procedimiento para resolver cualquier inconformidad. Por último, se establecen sanciones para aquellos servidores públicos o miembros del mecanismo en caso de incumplimiento o acciones relacionadas con la sustracción, uso, alteración, transferencia, divulgación o explotación indebida de la información.
Finalmente, la iniciativa de Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, pretende institucionalizar la naturaleza del Decreto para el Acuerdo por el que se establecen las bases del mecanismo de protección de defensoras y defensores de los derechos humanos, publicado en el Diario Oficial el 7 de julio  de 2011;  y otorgar las facultades necesarias para ejecutar a nivel nacional y de manera efectiva la protección a Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. De esta forma, el mecanismo de protección propuesto no se contrapone a otras acciones, por el contrario refuerza las herramientas existentes y contribuye a su eficiente ejecución.

Finalmente y con el propósito de establecer con claridad la cooperación entre los órdenes de gobiernos; generar condiciones que permitan prevenir ataques a la integridad de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y Periodistas; asegurar la participación de la sociedad civil; y brindar protección eficaz cuando se encuentran en riesgo, los Senadores que suscribimos, sometemos a la consideración del Pleno del Senado de la República, el siguiente:

Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas
Capítulo I

Objeto y Fin del Mecanismo

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público, interés social y de observancia general en toda la República y tiene por objeto establecer la cooperación  entre la Federación y las Entidades Federativas para implementar y operar las Medidas de Prevención, Medidas Preventivas y Medidas Urgentes de Protección que garanticen la vida, integridad, libertad y seguridad de las personas que se encuentren en situación de riesgo como consecuencia de la defensa o promoción de  los derechos humanos, y del ejercicio de la libertad de expresión y el periodismo 
Esta Ley crea el Mecanismo de Protección para Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, para que el Estado atienda su responsabilidad fundamental de proteger, promover y garantizar los derechos humanos. 
Artículo 2.- Para los efectos de ésta Ley se entenderá por: 

Agresiones: daño,  amenaza, hostigamiento o intimidación que por el ejercicio de su actividad sufran las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.  

Beneficiario: persona a la que se le otorgan las Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protección a que se refiere esta Ley.
Estudio de Evaluación de Acción Inmediata: Análisis de factores para determinar el nivel de riesgo y Medidas Urgentes de Protección en los casos en los que la vida o integridad física del Peticionario o potencial Beneficiario estén en peligro inminente.
Estudio de Evaluación de Riesgo: Análisis de factores para determinar el nivel de riesgo en que se encuentra el Peticionario o potencial Beneficiario.  
Fondo: Fondo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.      

La Coordinación: Coordinación Ejecutiva Nacional.

Mecanismo: Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.  

Medidas de Prevención: conjunto de acciones y medios encaminadas a desarrollar políticas públicas y  programas con el objetivo de reducir los factores de riesgo que favorecen las Agresiones contra Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, así como para combatir las causas que las producen y generar garantías de no repetición.

Medidas Preventivas: conjunto de acciones y medios a favor del Beneficiario para evitar la consumación de las Agresiones.
Medidas de Protección: conjunto de acciones y medios de seguridad para enfrentar  el riesgo y proteger los derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad del Beneficiario. 
Medidas Urgentes de Protección: conjunto de acciones y medios para resguardar, de manera inmediata,  la vida, la  integridad y la libertad del Beneficiario. 
Peticionario: Persona que solicita Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protección ante el Mecanismo.  

Periodistas: Las personas físicas,  así como medios de comunicación y difusión públicos, comunitarios, privados, independientes, universitarios, experimentales o de cualquier otra índole que realizan labores como recabar, generar, procesar, editar, comentar, opinar, difundir, publicar o proveer información, a través de cualquier medio de difusión y comunicación que puede ser impreso, radioeléctrico, digital o imagen.
Persona Defensora de Derechos Humanos: Las personas físicas que actúen individualmente o como integrantes de un grupo, organización o movimiento social, así como personas morales, grupos, organizaciones o movimientos sociales cuya finalidad sea la promoción o defensa de los derechos humanos. 
Procedimiento Extraordinario: procedimiento que deriva en Medidas Urgentes de Protección con el fin de preservar la vida e integridad del Beneficiario.
Artículo 3.-  El Mecanismo estará integrado por una Junta de Gobierno, un Consejo Consultivo y una  Coordinación Ejecutiva Nacional y será operado por la Secretaría de Gobernación.
Capítulo II
Junta de Gobierno

Articulo 4.- La Junta de Gobierno es la instancia máxima del Mecanismo y principal órgano de toma de decisiones para la prevención y protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.
Las resoluciones que emita la Junta de Gobierno serán obligatorias para las autoridades federales cuya intervención  sea necesaria para satisfacer Medidas de Prevención, Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección previstas en esta Ley. 
Artículo 5.- La Junta de Gobierno está conformada por nueve miembros permanentes con derecho a voz y voto, y serán:

I. Un representante de la Secretaría de Gobernación

II. Un representante de la Procuraduría General de la República

III. Un representante de la Secretaría de Seguridad Pública

IV. Un representante de la Secretaría de Relaciones Exteriores

V. Un representante de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos

VI. Cuatro representantes del Consejo Consultivo elegidos de entre sus miembros

Los cuatro representantes del Poder Ejecutivo Federal deberán tener un nivel mínimo de Subsecretario y el de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, el de Visitador o sus equivalentes.
El representante de la Secretaría de Gobernación presidirá la Junta de Gobierno y en aquellos casos en que no sea posible su presencia se elegirá un presidente sustituto para esa única ocasión de entre los miembros permanentes.
Artículo 6.- La Junta de Gobierno invitará a sus todas sus sesiones, con derecho a voz, a:

I. Un representante de la Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos;

II. Un representante de la Conferencia Nacional de Gobernadores;

III. Un representante del Poder Judicial de la Federación;

IV. Al Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Senado de la República, y 

V. Al Presidente de la Comisión de Derechos Humanos  de la Cámara de Diputados.

Artículo 7.- La Junta de Gobierno sesionará ordinariamente una vez al mes hasta agotar todos los temas programados para esa sesión y deberá contar con un quórum de la mitad más uno de sus integrantes. Las decisiones serán tomadas mediante un proceso deliberativo, transparente y por mayoría de votos.
Artículo 8.-  La Junta de Gobierno contará con las siguientes atribuciones:

I. Determinar,  decretar, evaluar, suspender y en su caso, modificar las Medidas  Preventivas y las Medidas de Protección, a partir de la información elaborada por las unidades de la Coordinación. 
II. Evaluar, suspender y en su caso, modificar las Medidas  Urgentes de Protección, a partir de la información elaborada por las unidades de la Coordinación. 
III. Aprobar los manuales y protocolos de Medidas Preventivas  , Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección elaborados por la Coordinación;
IV. Convocar al Peticionario o Beneficiario  de las Medidas de Protección, a las sesiones donde se decidirá sobre su caso;
V. Invitar a las personas o autoridades  que juzgue conveniente, con el consentimiento del Peticionario o Beneficiario a las sesiones donde se discuta su caso
VI. Celebrar, propiciar y garantizar, a través de la Coordinación,  convenios de  coordinación y cooperación con  las  autoridades federales, entidades federativas,  órganos públicos u organizaciones dedicadas a la defensa de los derechos humanos y la libertad de expresión nacionales o internacionales,  así como con personas y organizaciones sociales y privadas para la instrumentación de los objetivos del Mecanismo;
VII. Revisar y aprobar el plan anual de trabajo elaborado por la Coordinación;

VIII. Resolver las inconformidades a que se refiere el Capítulo XI de esta Ley
IX. Presentar públicamente informes anuales sobre la situación nacional en materia de seguridad de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas con datos desagregados y con perspectiva de género;

X. Proponer e impulsar, a través de la Coordinación,  políticas públicas y reformas legislativas relacionadas con el objeto de esta Ley;

XI. Emitir las convocatorias públicas correspondientes a solicitud del Consejo Consultivo para la elección de sus miembros;

XII. Solicitar al Consejo Consultivo su opinión o asesoría en todo lo relativo al objeto de esta Ley;

XIII. Conocer las recomendaciones del Consejo Consultivo sobre los programas y actividades que realicen la Coordinación y, fundamentar y motivar su decisión;

XIV. Recibir y difundir  el informe anual de actividades del Consejo Consultivo;

XV. Aprobar el informe anual de actividades y el informe sobre el ejercicio presupuestal de la Coordinación;

XVI. Aprobar los perfiles para la designación de los integrantes de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida,  de la Unidad de Evaluación de Riesgo y de la Unidad de Prevención, Seguimiento y Evaluación.

XVII. Aprobar las reglas de operación y el presupuesto operativo del Fondo.
Capítulo III
Consejo Consultivo

Artículo 9.-  El Consejo Consultivo es el  órgano de consulta de la Junta de Gobierno y estará integrado por nueve consejeros, uno de ellos será el presidente por un periodo de dos años y se  elegirá por mayoría simple por el mismo Consejo.  En ausencia del presidente, el Consejo elegirá a un presidente interino  por el tiempo que dure la ausencia o hasta que culmine el periodo. En la integración  del Consejo se buscará un equilibrio entre personas expertas en la defensa de los derechos humanos y  del ejercicio de la libertad de expresión y el periodismo.
Artículo 10.-  Por cada consejero habrá un suplente. La suplencia sólo procederá en caso de ausencia definitiva del titular y en los casos previstos en la guía de procedimientos del Consejo Consultivo.

Artículo 11.- Los consejeros deberán tener experiencia o conocimiento  en la defensa o promoción de los derechos humanos o en el ejercicio del periodismo o conocimiento en evaluación de riesgos y protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos o Periodistas, y no deberá desempeñar ningún cargo como servidor público.
Artículo 12 .-  El Consejo Consultivo elegirá a sus miembros  a través de una convocatoria pública emitida por la Junta de Gobierno. 
Artículo 13.- Los consejeros  nombrarán de entre sus miembros a cuatro de ellos para formar parte de la Junta de Gobierno, de los cuales dos serán personas expertas en la defensa de los derechos humanos y dos  del ejercicio de la libertad de expresión y el periodismo. 
Artículo 14.- Los consejeros no recibirán retribución, emolumento o compensación alguna por su participación tanto en la Junta  de Gobierno como en el Consejo, ya que su carácter es honorífico.
Artículo 15.- Los consejeros se mantendrán en su encargo por un periodo de cuatro años, con posibilidad de reelección por un período consecutivo.

Artículo 16.- El Consejo Consultivo tendrá  las siguientes atribuciones:
I. Atender las consultas y formular las opiniones que le sean solicitadas por la Junta de Gobierno; 

II. Formular a la Junta de Gobierno recomendaciones sobre los programas y actividades que realice La Coordinación. 
III. Colaborar con La Coordinación en el  diseño de su plan anual de trabajo. 

IV. Remitir a la Junta de Gobierno inconformidades presentadas por Peticionarios o Beneficiarios sobre implementación de Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección. 
V. Comisionar Estudios de Evaluación de Riesgo independiente solicitados por la Junta de Gobierno para resolver las inconformidades presentadas. 

VI. Contribuir en la  promoción de las acciones, políticas públicas, programas y proyectos relacionadas con el objeto de esta Ley;

VII. Participar en  eventos nacionales o internacionales para intercambiar  experiencias e información sobre temas relacionados con la prevención y protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas;

VIII. Realizar labores de difusión acerca de la operación del Mecanismo y de cómo solicitar las Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protección;
IX. Presentar ante la Junta de Gobierno su informe  anual de las actividades, y

X.  Elaborar y aprobar  la guía de procedimientos del Consejo. 

Capítulo IV
La Coordinación Ejecutiva Nacional

Artículo 17.- La Coordinación es el órgano responsable de coordinar con las entidades federativas,  las dependencias de la administración pública federal  y con organismos autónomos   el  funcionamiento del Mecanismo y estará integrada por los representantes de: 

I. La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida,

II. La Unidad de Evaluación de Riesgos y  
III. La Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis 
Un funcionario de la Secretaría de Gobernación, con rango inmediato inferior a Subsecretario o equivalente, fungirá como Coordinador Ejecutivo Nacional.
Artículo 18.- La Coordinación contará con las siguientes atribuciones:
I. Recibir y compilar la información generada por las Unidades a su cargo y remitirla a la Junta de Gobierno con al menos cinco días naturales previo a su reunión;

II. Comunicar los acuerdos y resoluciones de la Junta de Gobierno a las autoridades encargadas de su ejecución; 
III. Administrar los recursos presupuestales asignados para el cumplimiento de esta Ley; 

IV.  Proveer a la Junta de Gobierno y al Consejo Consultivo los recursos para el desempeño de sus funciones;

V. Elaborar y proponer, para su aprobación a la Junta de Gobierno, los manuales y protocolos de Medidas Preventivas, Medidas de  Protección y Medidas Urgentes de Protección;
VI. Facilitar y promover protocolos, manuales y en general instrumentos que contengan las mejores prácticas disponibles para el cumplimiento del objeto de esta Ley a entidades federativas,  dependencias de la administración pública federal  y  organismos autónomos;
VII. Instrumentar los manuales y protocolos de Medidas Preventivas, Medidas de  Protección y Medidas Urgentes de Protección;
VIII. Diseñar, con la colaboración  del Consejo Consultivo, su  plan anual de trabajo. 
IX. Celebrar los acuerdos específicos necesarios para el cumplimiento de los fines del Mecanismo;

X. Dar seguimiento e implementar las decisiones de la Junta de Gobierno, y
XI. Someter a la consideración de la Junta de Gobierno su informe anual de actividades incluyendo su ejercicio presupuestal; 

Capítulo V

Las Unidades Auxiliares

Artículo 19.-  La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida es un órgano técnico y auxiliar de La Coordinación para la recepción de las solicitudes de incorporación al Mecanismo, la definición de aquellos casos que serán atendidos por medio del procedimiento extraordinario definido en esta Ley y contará con las siguientes atribuciones:
I. Recibir las solicitudes  de incorporación al Mecanismo;
II. Definir si los casos que se reciben son de procedimiento  extraordinario u ordinario; 
III. Solicitar a la Unidad de Evaluación de Riesgos la elaboración del   Estudio  de Evaluación de Riesgo;
IV. Realizar el  Estudio de Evaluación de Acción Inmediata; 
V. Emitir e  implementar de manera inmediata las Medidas Urgentes de Protección; 
VI. Informar a La Coordinación sobre las Medidas Urgentes de Protección implementadas;  

VII. Elaborar, evaluar y actualizar periódicamente el protocolo para la  implementación de Medidas Urgentes de Protección;
VIII. Auxiliar al Peticionario o Beneficiario en la presentación de quejas o denuncias  ante las autoridades correspondientes, y

IX. Las demás que prevea esta Ley.

Artículo 20.- La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida se integra por al menos  cinco personas expertas en materia de evaluación de riesgo y protección. Una de ellas deberá serlo  en la defensa de derechos humanos y otra del ejercicio del periodismo y libertad de expresión.  Así mismo, se conforma  por un representante de la Secretaría de Gobernación, un representante de la Procuraduría General de la República y un representante de la Secretaría de Seguridad Pública, todos con atribuciones para la implementación de las Medidas Urgentes de Protección. 

Artículo 21.- La Unidad de Evaluación de Riesgos es el órgano auxiliar, de carácter técnico y  científico  de La Coordinación que evalúa los riesgos,  define las Medidas Preventivas o de Protección, así como  su temporalidad y contará con las siguientes atribuciones:

I. Elaborar el  Estudio de Evaluación de Riesgo;

II. Definir las Medidas  Preventivas o las Medidas de Protección; 

III. Dar seguimiento periódico a la implementación de las Medidas Preventivas o de
Protección para, posteriormente, recomendar su continuidad, adecuación o conclusión, y

IV. Las demás que prevea esta Ley.

Artículo 22.- La Unidad de Evaluación de Riesgos se integra por al menos cinco personas expertas en materia de evaluación de riesgo y protección,  al menos una de ellas deberá serlo  en la defensa de derechos humanos y otra  del ejercicio del periodismo y libertad de expresión. 
Artículo 23.- La Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis  es un órgano auxiliar de carácter técnico y  científico  de La Coordinación y contará con las siguientes atribuciones: 

I. Proponer Medidas de Prevención;   

II. Realizar el monitoreo nacional de las Agresiones con el objeto de recopilar, sistematizar la información desagregada en una base de datos y elaborar reportes mensuales; 
III. Identificar los patrones de Agresiones y elaborar mapas de riesgos;
IV.  Evaluar la eficacia de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección  implementadas, y
V. Las demás que prevea esta Ley.

Capítulo VI
Solicitud de Protección, Evaluación y Determinación del Riesgo

Artículo 24.- Las  Agresiones se configurarán cuando por acción u omisión o en aquiescencia se dañe la integridad física, psicológica, moral o económica de: 

I. Persona Defensora de Derechos Humanos o Periodista;

II. Cónyuge, concubina, concubino, ascendientes, descendientes, dependientes de las Personas Defensoras de Derechos Humanos o Periodista;

III. Personas que participan en las mismas actividades desde el mismo grupo, organización, o movimiento social; 
IV. Los bienes de la persona, el grupo, organización, o movimiento social, y

V. Las demás personas que se determine en la evaluación de riesgo;

Artículo 25.-  La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida recibirá las solicitudes  de incorporación al Mecanismo, verificará que cumplan con los requisitos previstos en esta Ley, y en su caso, determinará el tipo de procedimiento. Solamente dará tramite a las solicitudes que cuenten con el consentimiento del potencial Beneficiario, salvo que éste se encuentre impedido por causa grave. Una vez que desaparezca el impedimento, el Beneficiario deberá otorgar su consentimiento.

Artículo 26.- En el supuesto que el Peticionario declare que su vida, integridad física o la de los señalados en el artículo 24  está en peligro inminente, el caso será considerado de riesgo alto y se iniciará el  procedimiento extraordinario. 

La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida procederá a:

I. Emitir, en un plazo no mayor a 3 horas contadas a partir del ingreso de la solicitud, las Medidas Urgentes de Protección; 
II. Implementar de manera inmediata, una vez emitidas, y en un plazo no mayor a 9 horas, las Medidas Urgentes de Protección;
III. Realizar simultáneamente a la emisión de las Medidas Urgentes de Protección, un Estudio de Evaluación de Acción Inmediata;

IV. Informar al Coordinador Ejecutivo, una vez emitidas, sobre las Medidas 
Urgentes de Protección implementadas, y

V. Remitir a la Unidad de Evaluación de Riesgo el expediente del caso para el inicio del procedimiento ordinario.

Artículo 27.- En cualquier otro caso, la solicitud será tramitada a través del procedimiento ordinario y la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida  la remitirá inmediatamente a su recepción a la  Unidad de Evaluación de Riesgos.

La Unidad de Evaluación de Riesgos, en un término  de diez días naturales contados a partir de la presentación de la solicitud, procederá a:
I. Elaborar el Estudio de Evaluación de Riesgo;

II.  Determinar el nivel de riesgo y Beneficiarios, y

III.  Definir las Medidas de Protección. 

Artículo 28.- El Estudio de Evaluación de Riesgo y el Estudio de Evaluación de Acción Inmediata se realizarán de conformidad con las mejores metodologías, estándares internacionales y buenas prácticas.

Capítulo  VII
Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección 

Artículo 29.- Una vez definidas las medidas por parte de la Unidad de Evaluación de Riesgos, la Junta de Gobierno decretará las Medidas Preventivas o Medidas de Protección y La Coordinación procederá a:

I. Comunicar los acuerdos y resoluciones de la Junta de Gobierno a las autoridades correspondientes en un plazo no mayor a 72 hrs;

II. Coadyuvar en la implementación de las Medidas Preventivas o Medidas de Protección decretadas por la Junta de Gobierno en un plazo no mayor a 30 días naturales; 

III. Dar seguimiento al estado de implementación de las Medidas Preventivas o Medidas de Protección e informar a la Junta de Gobierno sobre sus avances.

Artículo 30.- Las Medidas Preventivas, las Medidas de Protección y las Medidas Urgentes de Protección deberán reducir al máximo  la exposición al riesgo, serán idóneas, eficaces y temporales, podrán ser individuales o colectivas y serán acordes con  las mejores metodologías, estándares internacionales y buenas prácticas. En ningún caso dichas medidas restringirán las actividades de los Beneficiarios, ni implicarán vigilancia o intrusiones no deseadas en sus vidas laborales o personales.

Artículo 31.- Las Medidas Preventivas, las Medidas de Protección y las Medidas Urgentes de Protección se deberán extender a  aquellas personas que determine el Estudio de Evaluación de Riesgo o el Estudio de Evaluación de Acción Inmediata. 

Dichas medidas se analizarán, determinarán, implementarán y evaluarán de común  acuerdo con los Beneficiarios. 

Artículo  32.- Las Medidas Urgentes de Protección incluyen : I) Evacuación; II)  Reubicación Temporal; III) Escoltas de cuerpos especializados; IV) Protección de Inmuebles y V) las demás que se requieran para salvaguardar la vida, integridad y libertad de los Beneficiarios. 
Artículo 33.- Las Medidas de Protección incluyen: I) Entrega de equipo celular, radio o telefonía satelital; II) Instalación de cámaras, cerraduras, luces u otras medidas de seguridad en las instalaciones de un grupo o casa de una persona; III) chalecos antibalas; IV) detector de metales; V) autos blindados; y VI) las demás que se requieran. 
Artículo 34.- Las Medidas Preventivas  incluyen: I) instructivos, II) manuales, III) cursos de autoprotección tanto individuales como colectivos, IV) acompañamiento de observadores de derechos humanos y periodistas; y VI) las demás que se requieran. 

Artículo 35.- Las Medidas de Protección y las Medidas Urgentes de Protección estarán sujetas a evaluación periódica por parte de la Unidad de Evaluación de Riesgo.

Artículo 36.- Se considera que existe uso indebido de las Medidas Preventivas,  Medidas de  Protección y Medidas Urgentes de Protección por parte del Beneficiario cuando:

I. Abandone, evada o impida las medidas.

II. Autorice el uso de las medidas por personas diferentes a las determinadas por las unidades del Mecanismo.

III. Comercie u obtenga un beneficio económico con las medidas otorgadas.

IV. Utilice al personal designado para su protección en actividades que no estén relacionadas con las medidas.

V. Agreda física o verbalmente o amenace al personal que está asignado a su esquema de protección.

VI. Autorice permisos o descanso al personal del esquema sin el conocimiento de las unidades correspondientes del Mecanismo.

VII. Ejecute conductas ilícitas haciendo uso de los medios físicos y humanos dispuestos para su protección.

VIII. Cause daño intencionalmente a los medios de protección físicos y humanos asignados para su protección.

Artículo 37.- Las Medidas Preventivas,  Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección podrán ser retiradas por decisión de la Junta de Gobierno  cuando el Beneficiario realice un uso indebido de las mismas de manera deliberada y reiterada.

Artículo 38.- El Beneficiario podrá en todo momento acudir ante la Junta de Gobierno para  solicitar una revisión de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección,  Medidas Urgentes de Protección, Estudio de Evaluación de Riesgo o Estudio de Evaluación de Acción Inmediata . 

Artículo 39.- Las Medidas Preventivas y Medidas de Protección otorgadas podrán ser ampliadas o disminuidas como resultado de las revisiones periódicas.

Artículo 40.- El Beneficiario se podrá separar del Mecanismo en cualquier momento, para lo cual  deberá externarlo por escrito a la Junta de Gobierno.

Capítulo VIII
Medidas de Prevención
Artículo 41.- La Federación y las Entidades Federativas en el ámbito de sus respectivas competencias deberán desarrollar e implementar Medidas de Prevención.
Artículo 42.- La Federación y las Entidades Federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias recopilarán y analizarán toda la información  que sirva para evitar Agresiones potenciales a Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. 
Artículo 43.- Las Medidas de Prevención estarán encaminadas al diseño de sistemas de alerta temprana y planes de contingencia con la finalidad de evitar potenciales Agresiones a las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. 

Artículo 44.- La Federación y las Entidades Federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias promoverán el reconocimiento público y social de la importante labor de las Personas Defensoras de  Derechos Humanos y Periodistas, para la consolidación del Estado Democrático de Derecho, y condenarán, investigarán y sancionarán  las Agresiones de las que sean objeto.

Artículo 45.- La Federación promoverá las reformas y adiciones necesarias en la legislación para mejorar la situación de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y Periodistas. 
Capítulo IX
Convenios de Cooperación 
Artículo 46.- La Federación y las Entidades Federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias celebrarán Convenios de Cooperación para hacer efectivas las medidas  previstas en el Mecanismo para garantizar la vida, integridad, libertad y seguridad de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.  
Artículo 47.- Los Convenios de Cooperación contemplarán las acciones conjuntas para facilitar la operación eficaz y eficiente del Mecanismo mediante:

I. La designación de representantes que funjan como enlaces para garantizar el  cumplimiento del objeto de esta Ley; 

II. El intercambio de información  de manera oportuna y  de experiencias técnicas del Mecanismo, así como para proporcionar capacitación; 

III. El  seguimiento puntual  a las medidas previstas en esta Ley en sus respectivas entidades;

IV. La promoción del estudio, análisis, investigación y desarrollo de estrategias, acciones, sistemas y metodologías que incorporen las mejores prácticas de prevención y protección;

V. La promoción de las reformas y adiciones necesarias en la legislación para mejorar la situación de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y Periodistas;
VI. Las demás que las partes convengan.

Capítulo X

Fondo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas
Artículo 48.- Para cumplir el objeto de esta Ley y con el propósito de obtener recursos económicos adicionales a los previstos en el Presupuesto de Egreso de la Federación, se crea el Fondo para la Protección de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. 

Artículo 49.- Los recursos del  Fondo se destinarán exclusivamente para la implementación y operación de las Medidas Preventivas,  Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección y la realización de los demás actos que establezca la Ley para la implementación del Mecanismo, tales como evaluaciones independientes.

Artículo 50.- El Fondo operará a través de un fideicomiso público, el cual se regirá por las disposiciones jurídicas aplicables. 
Artículo 51.- Los recursos del Fondo se integrarán por:

I. La cantidad que el Gobierno Federal aporte inicialmente, así como las aportaciones que en su caso realice en términos de las disposiciones aplicables;

II. Los recursos anuales que señale el Presupuesto de Egresos de la Federación y otros fondos públicos ;
III. Los donativos que hicieren a su favor personas físicas o morales sin que por ello adquieran algún derecho en el fideicomiso;
IV. Los bienes que le transfiera a título gratuito el gobierno federal o las entidades federativas, y 
Los demás bienes que por cualquier título legal adquiera el fideicomiso para o como consecuencia del cumplimiento de sus fines. 
Artículo 52.- El Fondo contará con un Comité Técnico presidido  por el Secretario de Gobernación e integrado por un representante de: la Secretaría de Seguridad Pública, la Procuraduría General de la República y la Secretaría de Relaciones Exteriores. 

Artículo 53. - El Fondo tendrá un órgano de vigilancia integrado por un comisario público  y un suplente, designados por la Secretaría de la Función Pública, quienes asistirán con voz pero sin voto a las reuniones del comité técnico y tendrán las atribuciones que les confiere la 
Ley. 

Artículo 54.- El Comité Técnico del Fondo someterá a la aprobación de la Junta de Gobierno sus reglas de operación y su presupuesto operativo.

Capítulo XI

Inconformidades 

Artículo 55.- La inconformidad se presentará por escrito, debidamente firmada,  ante la Junta de Gobierno y deberá contener una descripción concreta de los agravios que se generan al Peticionario  o Beneficiario y las pruebas con que se cuente.

Artículo 56.- La inconformidad procede en:

I. Contra resoluciones de la Junta de Gobierno, La Coordinación y las unidades respectivas relacionadas con la imposición o negación de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protección; 
II. Contra del deficiente o insatisfactorio cumplimiento  de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protección por parte  la autoridad, y
III. Caso de que la autoridad no acepte, de manera expresa o tácita, las decisiones de la Junta de Gobierno relacionadas con las Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protección otorgadas al Beneficiario.

Artículo 57.- Para que la Junta de Gobierno admita la inconformidad se requiere:

I. Que lo suscriba la persona o personas que hayan tenido el carácter Peticionario  o Beneficiario, y

II. Que se presente en un plazo de treinta días naturales contados a partir de la notificación del acuerdo de la Junta de Gobierno o de la respectiva autoridad, o de que el Peticionario  o Beneficiario hubiese tenido noticia sobre la resolución definitiva de la autoridad acerca del cumplimiento de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección. 

Artículo 58.- Para resolver  la inconformidad:

I. La Junta de Gobierno, a través del Coordinador Ejecutivo Nacional, solicitará a la Unidad de Evaluación de Riesgos y Reacción Rápida un nuevo estudio de evaluación de riesgo en el cual de respuesta a la inconformidad planteada;

II. Si la inconformidad persiste, la Junta de Gobierno, a través del Coordinador Ejecutivo Nacional, solicitará al Consejo Consultivo que comisione un Estudio de Evaluación de Riesgo independiente para el análisis del caso;

III. El Consejo  emitirá su resolución en un plazo máximo de quince días naturales después de recibidos los resultados del Estudio de Evaluación de Riesgo independiente.
IV. El Consejo inmediatamente remitirá su resolución, junto con el Estudio de Evaluación de Riesgo independiente , a la Junta de Gobierno. quien en su próxima sesión resolverá la inconformidad.

Artículo 59.- En el caso del procedimiento extraordinario, la inconformidad se presentará ante La Coordinación y deberá contener una descripción concreta de los riesgos o posibles agravios que se generan al Peticionario  o Beneficiario.
Artículo 60 .- La inconformidad procede en:

I. Contra resoluciones de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida relacionadas con el acceso al procedimiento extraordinario o la imposición o negación de las Medidas Urgentes de Protección;

II.  Contra del deficiente o insatisfactorio cumplimiento  de las Medidas Urgentes de Protección, y
III. Caso de que la autoridad no acepte, de manera expresa o tácita, las decisiones de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida, relacionadas con las Medidas Urgentes de Protección.
Artículo 61.-Para que La Coordinación admita la inconformidad se requiere:


I. Que lo presente la persona o personas que hayan tenido el carácter Peticionario  o Beneficiario, en un plazo de hasta diez días naturales, contados a partir de la notificación del acuerdo de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida 

Artículo 62.- La Coordinación resolverá, en un plazo máximo de hasta doce horas, para confirmar, revocar o modificar la  decisión de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida.

 Capítulo XII
Transparencia y Acceso a la Información

Artículo  63.-  El acceso y la difusión de la información relacionada con esta Ley, será de conformidad a lo que disponga la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública  Gubernamental y demás disposiciones aplicables.

Las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección otorgadas a través del Mecanismo se considerarán  información reservada. 

Los recursos federales que se transfieran,  con motivo del cumplimiento de esta Ley, a las Entidades Federativas, así como los provenientes del Fondo se sujetarán a las disposiciones federales en materia de transparencia y evaluación de los recursos públicos. 

Artículo 64.- Los informes a los que se refieren los artículos 8, 16 y 18 serán de carácter público.
Capítulo XIII
Sanciones

Artículo 65.- Las responsabilidades administrativas que se generen por el incumplimiento de las obligaciones previstas en esta Ley se sancionaran conforme a lo establezca la legislación aplicable, con independencia de las del orden civil o penal que procedan.

Artículo 66.- Comete el delito de daño a Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, el servidor público o miembro del Mecanismo que de forma dolosa utilice, sustraiga, oculte, altere, destruya, transfiera, divulgue, explote o aproveche por sí o por interpósita persona la información proporcionada u obtenida por la solicitud, trámite, evaluación, implementación u operación del Mecanismo y que perjudique, ponga en riesgo o cause daño a la Persona Defensora de Derechos Humanos, Periodista, Peticionario y Beneficiario referidos en esta Ley.

Por la comisión de este delito se impondrá de dos a nueve años de prisión, y de setenta hasta cuatrocientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos

Si sólo se realizara en parte o totalmente los actos ejecutivos que deberían producir el resultado, u omitiendo los que deberían evitarlo, y si aquel no se consuma por causas ajenas a la voluntad del agente, se aplicará la mitad de la sanción.

Artículo 67.-  Al Servidor Público que en forma dolosa altere o manipule los procedimientos  del Mecanismo para perjudicar, poner en riesgo o causar daño a la Persona Defensora de Derechos Humanos, Periodista, Peticionario y Beneficiario, se le impondrá de dos a nueve años de prisión, y de setenta hasta cuatrocientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos referidos en esta Ley.

Transitorios

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo.- El Ejecutivo Federal tendrá un término de entre tres a seis meses máximo, contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, para expedir el reglamento de esta Ley. 

Tercero.- El Mecanismo al que se refiere el Capítulo Primero quedará establecido dentro de los  cuatro meses siguientes contados a partir de la entrada en vigor de esta Ley. 

Cuarto.- La primera Junta de Gobierno se instalará en el término de diez días hábiles contados a partir de la entrada en vigor de esta Ley, con la participación de las dependencias de la Administración Pública Federal y la  Comisión Nacional de los Derechos Humanos.
Quinto.- Una vez instalada la primera Junta de Gobierno tendrá como término diez días hábiles para emitir la convocatoria nacional pública a organizaciones de la sociedad civil involucradas en la defensa y protección de los derechos humanos, así como en el ejercicio del periodismo y la libertad de expresión para conformar el primer Consejo Consultivo. 

Sexto.- Una vez emitida la convocatoria a que se refiere el Artículo Quinto Transitorio, las  organizaciones de la sociedad civil involucradas en la defensa y promoción de los derechos humanos y en el ejercicio del periodismo y la libertad de expresión, se registrarán ante la Junta de Gobierno y entre ellas elegirán a los  nueve  integrantes del primer Consejo Consultivo, en un término de un mes contados a partir del cierre del registro. Una vez proporcionada la lista  de los integrantes del Consejo a la primera Junta de Gobierno,   éste se instalará en un término de diez días hábiles. 
Séptimo.- En la conformación del primer Consejo Consultivo y por única vez, los cuatro miembros elegidos para integrar la Junta de Gobierno durarán en su cargo cuatro años, otros tres, tres años y los restantes dos, dos años. La duración en el cargo de cada consejero se efectuará por sorteo. 

Octavo.- La Junta de Gobierno se instalará con carácter definitivo y en un término de diez días hábiles contados a partir de la recepción de la notificación del Consejo Consultivo de  los cuatro consejeros que participarán como miembros., 

Noveno.- Instalada la Junta de Gobierno y en su primera sesión designará al Coordinador Ejecutivo Nacional, quien a su vez, y  en el término de un mes, someterá a la aprobación de la Junta los nombres de los titulares de las unidades a su cargo.

Décimo.- Los Convenios de Cooperación a que se refiere el artículo 46 deberán celebrarse en un término de seis  meses contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 
Décimo Primero.- La Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión,  asignará  en el Presupuesto de Egresos de la Federación los recursos para la implementación y operación del Mecanismo. Los recursos destinados en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2012 relativos a la protección de periodistas y defensores de derechos humanos, formarán parte del presupuesto para implementar y operar el Mecanismo. 
Décimo Segundo.- Para implementar y operar el Mecanismo se comisionarán, de forma honoraria y  sin menoscabo de sus derechos adquiridos, a los servidores públicos pertenecientes de  la Secretaría de Gobernación, Procuraduría General de la República y  Secretaría de Seguridad Pública necesarios para la operación de las Unidades previstas en esta Ley. En caso de que los servidores públicos no cumplan con los requisitos previstos para la conformación de las Unidades, se realizarán las contrataciones respectivas.
Décimo Tercero .- Las secretarías de Hacienda y Crédito Público y de Gobernación, llevarán a cabo todos los actos necesarios de conformidad con las disposiciones aplicables para constituir el Fondo en un término de tres meses contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 

Décimo Cuarto.- Constituido el Fondo, y en el término de un mes, la Junta de Gobierno deberá aprobar sus reglas de operación.
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